
Pronunciamiento en relación con la circular 
emitida por el Ministerio de Educación Pública:

Lineamientos sobre neutralidad político-electoral, 
prohibición de proselitismo y mediación pedagógica 

objetiva en centros educativos públicos
Acuerdo firme de la sesión ordinaria n.° 7008, artículo 5, del 21 de julio de 2026

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 El pasado 3 de julio de 2026, el Ministerio de Educación Pública, en las autoridades del Ministro de 
Educación, José Leonardo Sánchez Hernández, la viceministra académica María Alexandra Ulate 
Espinoza y la viceministra administrativa Sofía Ramírez González, emitió la Circular DM-CIR-0047-2026, 
dirigida a las direcciones regionales de Educación, las jefaturas de Departamento de Asesoría 
Pedagógica, las supervisiones de centros educativos, las direcciones de centros educativos públicos 
y el personal docente, técnico-docente y administrativo-docente del Ministerio de Educación 
Pública, mediante la cual se dictan los Lineamientos sobre neutralidad político-electoral, prohibición de 
proselitismo y mediación pedagógica objetiva en centros educativos públicos.	

2.	 En la citada Circular, se consignan, entre otras y relevantes para el presente pronunciamiento,  como 
prohibiciones específicas para el personal docente las siguientes:

-	 (1) Realizar propaganda político-electoral, partidaria, sectaria o de captación ideológica dirigida al 
estudiantado, al personal o a la comunidad educativa.

-	 (2) Utilizar clases, tareas, pruebas, proyectos, exposiciones, actos cívicos, reuniones, pizarras, murales, 
carteles, uniformes, plataformas digitales, redes institucionales o cualquier otro medio del centro 
educativo para favorecer o descalificar partidos políticos, candidaturas, precandidaturas, figuras 
públicas, movimientos electorales o posiciones sectarias.

	 (…)

-	 (5) Usar el cargo, la autoridad jerárquica, la relación pedagógica o la influencia institucional para beneficiar 
o perjudicar a partidos políticos, candidaturas, movimientos o posiciones ideológicas particulares. 
(…)

-	 (7) Permitir el ingreso o la permanencia de personas externas en los centros educativos cuando el 
propósito de su visita consista en realizar propaganda, proselitismo político-partidario, captación o 
adoctrinamiento ideológico, o cualquier otra actividad incompatible con el principio de neutralidad 
político-electoral o con los fines del servicio educativo público. (el resaltado no pertenece al original).



3.	 El Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica establece que:

	 ARTÍCULO 3.- La Universidad de Costa Rica debe contribuir con las transformaciones que la sociedad necesita 
para el logro del bien común, mediante una política dirigida a la consecución de una justicia social, de 
equidad, del desarrollo integral, de la libertad plena y de la total independencia de nuestro pueblo. (el 
resaltado no pertenece al original).

	 Además, esta misma norma dispone que para el cumplimiento de los fines y propósitos de su quehacer, 
la Institución se compromete a:

	 Estimular la formación de una conciencia creativa y crítica en las personas que integran la comunidad 
costarricense, que permita a todos los sectores sociales participar eficazmente en los diversos procesos de la 
actividad nacional. (el resaltado no pertenece al original).

4.	 La Declaración Universal de Derechos Humanos, ratificada por la República de Costa Rica en su 
artículo 19 estipula que: 

	 Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y expresión; este derecho incluye el de no ser molestado 
a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación 
de fronteras, por cualquier medio de expresión.

5.	 La Convención Americana de Derechos Humanos, o Pacto de San José, ratificada por Costa Rica establece 
en su numeral 13 lo siguiente: 

	 Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión

1.	 Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, 
ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección.

2.	 El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a 
responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 
asegurar: a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad 
nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

3.	 No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de 
controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y 
aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la 
comunicación y la circulación de ideas y opiniones.



6.	 El Protocolo a la Convención Derechos Económicos Sociales o Protocolo de San Salvador, ratificado por la 
República de Costa Rica, dispone que:

	 Artículo 2.

(…)

Los Estados Partes en el presente Protocolo convienen en que la educación deberá orientarse hacia el pleno 
desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto por los 
derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades fundamentales, la justicia y la paz. Convienen, 
asimismo, en que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 
sociedad democrática y pluralista, lograr una subsistencia digna, favorecer la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y todos los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las actividades 
en favor del mantenimiento de la paz (el resaltado no pertenece al original).

7.	 En el caso Tristán Donoso contra Panamá, la Corte Interamericana de Derechos Humanos recordó que:

	 (…) las expresiones concernientes a la idoneidad de una persona para el desempeño de un cargo público o 
a los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de sus labores gozan de mayor protección, 
de manera tal que se propicie el debate democrático. La Corte ha señalado que en una sociedad democrática 
los funcionarios públicos están más expuestos al escrutinio y la crítica del público. Este diferente umbral de 
protección se explica porque se han expuesto voluntariamente a un escrutinio más exigente. Sus actividades 
salen del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del debate público. Este umbral no se 
asienta en la calidad del sujeto, sino en el interés público de las actividades que realiza.

8.	 En el caso Pavez Pavez contra Chile, la Corte Interamericana de Derechos Humanos reiteró que:

	 (…) ha señalado de forma constante que las distintas autoridades estatales están en la obligación de ejercer 
ex officio un control de convencionalidad entre las normas y prácticas internas y la Convención Americana, 
en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, 
las autoridades internas deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención

	 Lo anterior implica que toda autoridad pública, al emitir normas o adoptar decisiones dentro del ámbito 
de sus competencias, debe verificar de oficio su compatibilidad con la Convención Americana y con 
la interpretación desarrollada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, condición que debe 
cumplir el contenido de la Circular emitida por el Ministerio de Educación Pública.

9.	 La Ley Fundamental de Educación estipula que:

	 ARTICULO 39.-

	 Ningún miembro del personal puede ser sancionado, trasladado, removido, suspendido o degradado 
de su cargo por la expresión de sus ideas políticas o religiosas. No obstante, dentro de las instituciones de 
enseñanza, es prohibido mantener discusiones o hacer propaganda sectaria o de política electoral.



10.	La Sala Constitucional, por medio de la Resolución n.° 11188–2019, en cuanto a la libertad de expresión 
manifestó que: 

	 En una sociedad abierta y democrática, a la que le son consustanciales los principios de tolerancia, pluralismo 
y transparencia, la libertad de expresión comprende la posibilidad de formular críticas contra la conducta o 
funcionamiento de otras personas físicas o jurídicas, aunque le disguste e incomode a sus destinatarios. Esa 
posibilidad se ve reforzada cuando se trata de la crítica a la gestión o funcionamiento de un ente u órgano 
público, a un personaje público o a una persona con notoriedad pública.

11.	Las cuatro prohibiciones de la Circular que fueron transcritas en el considerando 2, resultan 
potencialmente inconstitucionales, en el tanto se erigen como obstáculos y controles administrativos 
contrarios a los principios elementales de la libertad de expresión, a la libertad de pensamiento intrínseca 
a toda persona ciudadana, incluidas aquellas sujetas a una relación estatutaria de servicio docente, 
quienes gozan de protección al difundir opiniones de índole pedagógica, social o política dentro del 
aula, así como al expresarse en la esfera pública en su calidad de ciudadanos y ciudadanas. Además, esas 
prohibiciones resultan contrarias a los fines de la educación costarricense establecidos en el artículo 2 
de la Ley Fundamental de la Educación, que contempla:

a)	 La formación de ciudadanos amantes de su Patria, conscientes de sus deberes, de sus derechos y de sus 
libertades fundamentales, con profundo sentido de responsabilidad y de respeto a la dignidad humana;

b)	 Contribuir al desenvolvimiento pleno de la personalidad humana;

c) 	 Formar ciudadanos para una democracia en que se concilien los intereses del individuo con los de la 
comunidad;

d)	 Estimular el desarrollo de la solidaridad y de la comprensión humanas; y

e)	 Conservar y ampliar la herencia cultural, impartiendo conocimientos sobre la historia del hombre, las 
grandes obras de la literatura y los conceptos filosóficos fundamentales.

12.	La primera prohibición promulgada proscribe la “propaganda de captación ideológica”, lo cual constituye 
un concepto jurídico vacío, indeterminado y descontextualizado, que da lugar a:

a.	 Un eventual quebranto al debido proceso sustantivo, en el tanto la norma deber ser razonable, 
justificada por un fin legítimo y garante de la seguridad jurídica sancionatoria, aspectos que, ante el 
vacío y descontextualización que presenta el concepto aludido, se ven vulnerados.

b.	 Arbitrariedad administrativa, pues la prohibición constituye una condición con la potencialidad 
de limitar la libertad de expresión, de conciencia y pluralismo ideológico como derecho humano 
y como parte de su rol dentro del proceso educativo, pues interfiere con su deber de formación 
crítica de ciudadanos y ciudadanas conscientes de sus deberes, de sus derechos y de sus libertades 
fundamentales.



13.	En el contexto del proceso educativo, la segunda prohibición es una medida arbitraria y presenta una 
doble problemática: primero, riñe con los límites de la discrecionalidad administrativa y constituye una 
prohibición que perjudica el ejercicio de la docencia, pues no se establecen los medios ni los parámetros 
para validar qué constituye un favorecimiento o una descalificación de partidos políticos susceptible 
de ser sancionado (quebranto al debido proceso sustantivo); segundo, en el contexto del proceso 
educativo, la medida es contraria al principio de rendición de cuentas que toda persona funcionaria 
pública debe honrar, pues incide directamente en la obligación de fomentar la educación crítica para 
formar ciudadanos y ciudadanas conscientes de sus deberes, de sus derechos y de sus libertades 
fundamentales. 

14.	De la misma manera, la quinta prohibición transgrede los límites de la discrecionalidad administrativa, 
pues establece una prohibición que perjudica el ejercicio de la docencia, debido a que no se establece 
señalan cuáles son los medios o los parámetros que permiten determinar cuáles acciones constituyen 
un perjuicio o un beneficio para un partido político susceptible de ser sancionado (quebranto al debido 
proceso sustantivo).

15.	La sétima prohibición, al igual que la primera, reviste un quebranto al debido proceso sustantivo, en 
el tanto la norma deber ser razonable, justificada por un fin legítimo y garante de la seguridad jurídica 
sancionatoria, aspectos que, ante el vacío y descontextualización que presenta el concepto aludido, se 
ven vulnerados e interfiere con el derecho de formación crítica de las personas estudiantes.

16.	En el marco del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, los Estados pueden establecer 
regulaciones legítimas basadas en el interés superior de las personas menores, pero siempre en sumo 
respeto al pluralismo ideológico establecido en el Protocolo de San Salvador y en cumplimiento de los 
principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad; aspectos que, como se señalaron previamente, se 
ven vulnerados por la Circular al estar establecidos mediante conceptos jurídicos vacíos o indeterminados 
que legitiman la arbitrariedad administrativa.

17.	Bajo el contexto analizado, los elementos de la Circular expuestos previamente tienen una intencionalidad 
de censura previa para el ejercicio de la labor docente, que, de forma adicional a las problemáticas 
jurídicas expresadas, revisten un mecanismo de control indirecto que genera incertidumbre sobre sus 
alcances en el proceso educativo, pues incluso discutir un dato objetivo, como por ejemplo la decisión 
sobre la inversión social y en Educación del presupuesto de la República (clave en la formación de 
personas ciudadanas para una democracia en que se concilien los intereses del individuo con los de 
la comunidad1 y se estimule el desarrollo de la solidaridad y de la comprensión humanas2), tendría la 
potencialidad de ser interpretado como un perjuicio o un beneficio a un determinado partido político, 
según lo establecido en la Circular. 

1.	 Inciso c, artículo 2, Ley Fundamental de Educación. 
2.	 Inciso d, artículo 2, Ley Fundamental de Educación. 



18.	La Universidad de Costa Rica, como institución de cultura superior, debe participar con criticidad en la 
construcción del bien común y de la libertad plena, por lo que debe manifestarse de forma oportuna 
y pertinente sobre aquellas decisiones que afecten a la sociedad costarricense. En este sentido, la 
Institución se ha pronunciado en diversas ocasiones sobre la importancia de salvaguardar los derechos 
fundamentales y la libertad de expresión que con responsabilidad, transparencia, objetividad y 
pluralidad fortalecen la democracia.

19.	Una educación de calidad, basada en criterios científicos y humanistas, requiere aulas abiertas al 
pluralismo, la deliberación y el pensamiento crítico. La censura y el temor a sanciones obstaculizan y 
empobrecen el proceso educativo; además, limitan la formación de una ciudadanía capaz de participar 
de manera consciente, informada y responsable en la vida democrática.

20.	Fomentar el diálogo, la confrontación de diversas perspectivas y la capacidad de cuestionar la realidad 
con argumentos sólidos y evidencia resulta necesario para promover el ejercicio de la ciudadanía desde 
edades tempranas. La discusión sobre asuntos de interés público fortalece el tejido social y el Estado 
Social de Derecho, y contribuye a la construcción de una sociedad más justa y democrática, compromiso 
que la Universidad de Costa Rica comparte con quienes trabajan por el bienestar y el desarrollo del país.

ACUERDA

1.	 Rechazar de forma categórica las prohibiciones 1, 2, 5 y 7 contenidas en la Circular DM-CIR-0047-2026 
emitida por el Ministerio de Educación Pública, por cuanto constituyen medidas contrarias al derecho a 
la libertad de expresión, al pluralismo ideológico, a la formación de una ciudadanía crítica consciente de 
sus derechos y deberes y al debido proceso constitucional. 

2.	 Reconocer la trayectoria histórica de la educación pública costarricense como uno de los pilares de la 
vida democrática, la movilidad social, la construcción del Estado Social de Derecho y la formación de una 
ciudadanía crítica, plural y comprometida con los derechos humanos.

3.	 Manifestar el apoyo de la Universidad de Costa Rica al personal docente que labora para el Ministerio 
de Educación Pública, para que, en el contexto de una nación soberana, democrática, pluralista y regida 
por el Estado Social de Derecho, ejerzan su magisterio desde la seguridad jurídica de los derechos que 
le cobijan como docentes y como ciudadanas y ciudadanos cubiertos por las garantías constitucionales 
y convencionales de la Constitución Política de la República de Costa Rica y de los instrumentos 
internacionales suscritos por nuestro país. 

ACUERDO FIRME.

Dr. Keilor Rojas Jiménez
Director


